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REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
CORTE CONSTITUCIONAL 

 

AUTO 

 

Referencia: Expediente D-10315 

 

Demanda de inconstitucionalidad contra los 

artículos 64, 66 y 68 (parciales) de la Ley 1098 

de 2006, “por la cual se expide el Código de la 

Infancia y la Adolescencia”, y contra el artículo 

1º (parcial) de la Ley 54 de 1990, “por la cual se 

definen las uniones maritales de hecho y régimen 

patrimonial entre compañeros permanentes”.  

 

Demandante: Diego Andrés Prada Vargas. 

 

Magistrado Sustanciador:  

JORGE IVÁN PALACIO PALACIO. 

 

Bogotá D. C., once (11) de julio de dos mil catorce (2014). 

 

El Magistrado Sustanciador, en cumplimiento de sus competencias 

constitucionales y legales, procede a resolver sobre la admisión de la demanda de 

la referencia, previas las siguientes: 

 

CONSIDERACIONES 
 

1.- En ejercicio de la acción pública de inconstitucionalidad, el ciudadano Diego 

Andrés Prada Vargas demanda los artículos 64, 66 y 68 (parciales) de la Ley 1098 

de 2006, “por la cual se expide el Código de la Infancia y la Adolescencia”, así 

como el artículo 1º (parcial) de la Ley 54 de 1990, “por la cual se definen las 

uniones maritales de hecho y régimen patrimonial entre compañeros 

permanentes”, en los apartados que se resaltan y subrayan a continuación: 

 

“LEY 1098 DE 2006 

Por la cual se expide el Código de la Infancia y la Adolescencia 

(…) 

 

ARTÍCULO 64. EFECTOS JURÍDICOS DE LA ADOPCIÓN. La adopción 

produce los siguientes efectos: 

 

1. Adoptante y adoptivo adquieren, por la adopción, los derechos y 

obligaciones de padre o madre e hijo. 
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2. La adopción establece parentesco civil entre el adoptivo y el adoptante, 

que se extiende en todas las líneas y grados a los consanguíneos, adoptivos 

o afines de estos. 

 

3. El adoptivo llevará como apellidos los de los adoptantes. En cuanto al 

nombre, sólo podrá ser modificado cuando el adoptado sea menor de tres 

(3) años, o consienta en ello, o el Juez encontrare justificadas las razones 

de su cambio. 

 

4. Por la adopción, el adoptivo deja de pertenecer a su familia y se 

extingue todo parentesco de consanguinidad, bajo reserva del impedimento 

matrimonial del ordinal 9o del artículo 140 del Código Civil. 

 

5. Si el adoptante es el cónyuge o compañero permanente del padre o 

madre de sangre del adoptivo, tales efectos no se producirán respecto de 

este último, con el cual conservará los vínculos en su familia. 

 

(…) 

ARTÍCULO 66. DEL CONSENTIMIENTO. El consentimiento es la 

manifestación informada, libre y voluntaria de dar en adopción a un hijo o 

hija por parte de quienes ejercen la patria potestad ante el Defensor de 

Familia, quien los informará ampliamente sobre sus consecuencias 

jurídicas y psicosociales. Este consentimiento debe ser válido civilmente e 

idóneo constitucionalmente. Para que el consentimiento sea válido debe 

cumplir con los siguientes requisitos: 

 

1. Que esté exento de error, fuerza y dolo y tenga causa y objeto lícitos. 

 

2. Que haya sido otorgado previa información y asesoría suficientes sobre 

las consecuencias psicosociales y jurídicas de la decisión. 

 

Es idóneo constitucionalmente cuando quien da el consentimiento ha sido 

debida y ampliamente informado, asesorado y tiene aptitud para otorgarlo. 

Se entenderá tener aptitud para otorgar el consentimiento un mes después 

del día del parto. 

 

A efectos del consentimiento para la adopción, se entenderá la falta del 

padre o la madre, no solamente cuando ha fallecido, sino también cuando 

lo aqueja una enfermedad mental o grave anomalía psíquica certificada 

por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses. 

 

No tendrá validez el consentimiento que se otorgue para la adopción del 

hijo que está por nacer. Tampoco lo tendrá el consentimiento que se 

otorgue en relación con adoptantes determinados, salvo cuando el 

adoptivo fuere pariente del adoptante hasta el tercer grado de 

consanguinidad o segundo de afinidad, o que fuere hijo del cónyuge o 

compañero permanente del adoptante. 

 

Quien o quienes expresan su consentimiento para la adopción podrá 

revocarlo dentro del mes siguiente a su otorgamiento. 
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Los adolescentes deberán recibir apoyo psicosocial especializado por 

parte del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar para que puedan 

permanecer con su hijo o hija, o para otorgar el consentimiento libre e 

informado. El consentimiento del padre o madre menor de dieciocho (18) 

años tendrá validez si se manifiesta con el lleno de los requisitos 

establecidos en el presente artículo. En este caso estarán asistidos por sus 

padres, o personas que los tengan bajo su cuidado y por el Ministerio 

Público. 

 

(…) 

ARTÍCULO 68. REQUISITOS PARA ADOPTAR. Podrá adoptar quien, 

siendo capaz, haya cumplido 25 años de edad, tenga al menos 15 años más 

que el adoptable, y garantice idoneidad física, mental, moral y social 

suficiente para suministrar una familia adecuada y estable al niño, niña o 

adolescente. Estas mismas calidades se exigirán a quienes adopten 

conjuntamente. Podrán adoptar: 

 

1. Las personas solteras. 

 

2. Los cónyuges conjuntamente. 

 

3. Conjuntamente los compañeros permanentes, que demuestren una 

convivencia ininterrumpida de por lo menos dos (2) años. Este término se 

contará a partir de la sentencia de divorcio, si con respecto a quienes 

conforman la pareja o a uno de ellos, hubiera estado vigente un vínculo 

matrimonial anterior. 

 

4. El guardador al pupilo o ex pupilo una vez aprobadas las cuentas de su 

administración. 

 

5. El cónyuge o compañero permanente, al hijo del cónyuge o compañero, 

que demuestre una convivencia ininterrumpida de por lo menos dos (2) 

años. 

 

Esta norma no se aplicará en cuanto a la edad en el caso de adopción por 

parte del cónyuge o compañero permanente respecto del hijo de su 

cónyuge o compañero permanente o de un pariente dentro del tercer grado 

de consanguinidad y segundo de afinidad. 

 

PARÁGRAFO 1o. La existencia de hijos no es obstáculo para la adopción. 

 

PARÁGRAFO 2o Si el niño, niña o adolescente tuviere bienes, la adopción 

se hará con las formalidades exigidas para los guardadores”. 

_________ 

_________ 

 

“LEY 54 DE 1990 

Por la cual se definen las uniones maritales de hecho y régimen 

patrimonial entre compañeros permanentes. 
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(…) 

ARTÍCULO 1º.- A partir de la vigencia de la presente Ley y para todos los 

efectos civiles, se denomina Unión Marital de Hecho, la formada entre un 

hombre y una mujer, que sin estar casados, hacen una comunidad de vida 

permanente y singular. Igualmente, y para todos los efectos civiles, se 

denominan compañero y compañera permanente, al hombre y la mujer 

que forman parte de la unión marital de hecho”. 

 

2.- Conforme al artículo 241 de la Carta Política, la Corte Constitucional es 

competente para conocer de esta demanda. 

 

3.- Revisada la aludida demanda el Despacho observa que cumple con los 

requisitos mínimos exigidos en el artículo 2º del Decreto 2067 de 1991 y por tal 

motivo debe admitirse. Lo anterior, sin perjuicio de la decisión que finalmente 

adopte la Sala Plena de acuerdo con el artículo 6º del precitado decreto. 

 

4.- Este asunto se tramitará de conformidad con el procedimiento establecido en 

los artículos 242 y 244 de la Constitución, desarrollados por el Decreto 2067 de 

1991. 

 

Por lo anteriormente expuesto, el Despacho: 

 

RESUELVE 

 
Primero.- ADMITIR la demanda de inconstitucionalidad presentada por el 

ciudadano Diego Andrés Prada Vargas contra los artículos 64, 66 y 68 (parciales) 

de la Ley 1098 de 2006, “por la cual se expide el Código de la Infancia y la 

Adolescencia”, así como contra el artículo 1º (parcial) de la Ley 54 de 1990, “por 

la cual se definen las uniones maritales de hecho y régimen patrimonial entre 

compañeros permanentes”. 

 

Segundo.- ORDENAR que por Secretaría General de esta Corporación se fijen 

en lista las normas acusadas, por el término de diez (10) días, para que por 

duplicado cualquier ciudadano las impugne o defienda. Simultáneamente, córrase 

traslado del expediente al Procurador General de la Nación con el fin de que rinda 

el concepto de que trata el artículo 278-5 de la Carta Política. 

 

Tercero.- COMUNICAR, de acuerdo con lo prescrito en el artículo 244 de la 

Constitución Política, desarrollado por el artículo 11 del Decreto 2067 de 1991, la 

iniciación del presente proceso al Presidente de la República, al Presidente del 

Congreso de la República, al Ministerio de Interior, al Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público, al Ministerio de Justicia y del Derecho, al Ministerio de Salud,  

al Fiscal General de la Nación, al Defensor del Pueblo, al Instituto Colombiano de 

Bienestar Familiar (ICBF) y al Departamento Administrativo Nacional de 

Estadísticas (DANE), para que si lo consideran oportuno intervengan 

directamente o por intermedio de apoderado designado para el efecto, mediante 

escrito que deberán presentar dentro de los diez (10) días siguientes al recibo de la 

comunicación respectiva, indicando las razones que en su criterio justifican la 

constitucionalidad o inconstitucionalidad de las normas parcialmente acusadas. 
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Cuarto.- INVITAR, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 del 

Decreto 2067 de 1991, a las facultades de derecho de las universidades: de los 

Andes, de Antioquia, del Atlántico, del Norte, del Rosario, del Valle, de la 

Sabana, Externado de Colombia, Gran Colombia, Javeriana, Libre de Colombia, 

Nacional de Colombia, Pontificia Bolivariana, Sergio Arboleda y Santo Tomás; 

así como a la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas en Colombia, a 

la Comisión Colombiana de Juristas, al Centro de Estudios de Derecho, Justicia y 

Sociedad (Dejusticia), a la Academia Colombiana de Jurisprudencia, al Instituto 

de Estudios Sociales y Culturales de la Universidad Javeriana (Pensar), a la 

Corporación FEMM, a la organización Women´s Link Worldwide, a la 

Corporación Prodiversia, a la organización Colombia Diversa, a la Asociación 

Probienestar de la Familia Colombiana (Profamilia), a la Fundación Centro para 

el Reintegro y Atención del Niño (CRAN), a la Asociación Colombiana de 

Juristas Católicos, a la Conferencia Episcopal de Colombia, a la Iglesia Episcopal 

en Colombia, a la Iglesia Evangélica Luterana de Colombia, a la Confederación 

de Comunidades Judías en Colombia, a la Iglesia de Jesucristo de los Santos de 

los Últimos Días y a la Iglesia de Dios Ministerial de Jesucristo Internacional, a 

que emitan su opinión sobre la demanda de la referencia. Para ello se les enviará 

copia de la misma por intermedio de la Secretaría General de la Corte 

Constitucional.  

 

Quinto.- En las comunicaciones remitidas solicítese que, de presentarse escrito 

de intervención y sin perjuicio del deber de entrega oportuna en la Secretaría 

General de la Corte, también se remita copia de esta al siguiente correo 

electrónico: despacho05@corteconstitucional.gov.co 

 

Notifíquese, comuníquese y cúmplase. 

 

 

 

 

JORGE IVÁN PALACIO PALACIO 
Magistrado Sustanciador 

 

 

 

 

MARTHA VICTORIA SÁCHICA MÉNDEZ 

Secretaria General 

mailto:despacho05@corteconstitucional.gov.co

